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OPINIÓN N.° 096-2005/GTN

Entidad:

Poder Judicial 
Asunto:

comprender el monto de los presupuestos adicionales de obra. 
Referencia:

Oficio N.º 1505-2005-GG-PJ
1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Gerente General del Poder Judicial, solicita opinión sobre los conceptos que deben formar parte de los presupuestos adicionales.
2. CONSULTA

La Entidad consultante manifiesta que los presupuestos adicionales de obra son los mayores costos originados por la ejecución de trabajos complementarios y/o mayores metrados no considerados en las Bases o en el contrato respectivo y se formulan con los precios del presupuesto referencial afectados por el factor de relación.

En este sentido, consulta si es procedente para la aprobación de un presupuesto adicional, que se incluyan dentro de su monto, los costos por valorizaciones de ejecución o por adicionales y reajustes, lo que significaría en muchos casos, que el presupuesto adicional supere el 15 % del monto del contrato, requiriéndose para su ejecución y pago, la previa autorización de la Contraloría General de la República. 
3. 
ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobada mediante  Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en adelante la Ley) y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1 De acuerdo con el artículo 42º de la Ley, la Entidad podrá ordenar y pagar directamente la ejecución de prestaciones adicionales hasta por el quince por ciento (15%) de su monto, siempre que sean indispensables para alcanzar la finalidad del contrato. Asimismo, podrá reducir servicios u obras hasta por el mismo porcentaje.
Por su parte, el referido artículo señala que en el caso de obras, si se requiere la ejecución de adicionales que superen dicho monto, además de la autorización de la Entidad, se requerirá de la aprobación de la Contraloría General de la República para su pago. 

Ahora bien, el Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en adelante el Reglamento), en su artículo 261º establece el procedimiento para la aprobación de adicionales y reducciones para el caso de bienes y servicios, reiterando el límite del quince por ciento (15%) previsto en la Ley, mientras que para el caso de obras, se ha regulado en los artículos 265º y 266º, precisándose el procedimiento a seguir en caso se requiera la aprobación de adicionales de obra que superen el porcentaje previsto en la normativa.            
En otras palabras, podemos concluir que para el caso de bienes y servicios podrán aprobarse adicionales hasta por el quince por ciento (15%) del monto del contrato, constituyendo éste su tope máximo, mientras que para el caso de obras, no existe un límite máximo definido para la aprobación de adicionales, pudiendo superarse dicho porcentaje, siempre y cuando para su ejecución y pago cuenten con la autorización de la Contraloría General de la República. 
3.2 En este punto, cabe mencionar que para el caso de obras, la Quinta           Disposición Final de la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto – Ley N.º 28411, ha modificado el límite porcentual establecido en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado para que se requiera de la autorización expresa de la Contraloría para su ejecución y pago, fijando dicho porcentaje en diez por ciento (10%) del monto del contrato original.  Es decir, todos los adicionales de obra que en su conjunto o individualmente superen dicho porcentaje, una vez aprobado por la Entidad, deberán ser debidamente autorizados por la Contraloría General de la República para su ejecución y pago, entendiendo por ello, la autorización a la Entidad para que ésta ordene la ejecución del adicional y disponga su pago una vez ejecutado.  

3.3 En la medida que la presente consulta se encuentra orientada a los presupuestos adicionales en caso de obras, nos centraremos en lo dispuesto en el artículo 265º del Reglamento, el cual establece las pautas a seguir para la elaboración de los presupuestos adicionales tanto en el sistema de precios unitarios como en el de suma alzada.

En efecto,  para los contratos a precios unitarios la mencionada norma ha señalado que los presupuestos adicionales de obra serán formulados con “los precios del contrato y/o precios pactados y los gastos generales fijos y variables propios del adicional para lo cual deberá realizarse el análisis correspondiente teniendo como bases o referencia a los análisis de gastos generales del presupuesto original contratado”.
Por su parte, para el caso de los contratos a suma alzada se ha establecido que “los presupuestos adicionales de obra serán formulados con los precios del presupuesto referencial afectados por el factor de relación y/o los precios pactados, con los gastos  fijos y variables del presupuesto referencial multiplicados por el factor de relación”  
Como puede apreciarse, la norma ha señalado para ambos casos la manera en que se determinará el presupuesto de los adicionales determinando sus componentes, pero lo más relevante para el caso concreto se encuentra en el penúltimo párrafo del mencionado artículo 265º del Reglamento, el cual establece que “El pago de los presupuestos adicionales aprobados se realiza mediante valorizaciones adicionales”.

Ello significa que las valorizaciones para el pago de los adicionales no siempre coincidirá con los presupuestos adicionales, sino que el monto de las primeras se determinará luego de ejecutado el adicional.

En efecto, si bien al momento de ser aprobado por la Entidad para su ejecución, un adicional de obra no superaba el diez por ciento (10%) del monto del contrato, al momento de efectuarse la valorización para su pago al contratista, ésta se efectuará bajo las pautas que establece el Reglamento y como parte de las valorizaciones totales de la obra, por lo que el monto inicialmente determinado podría incrementarse y superar el porcentaje señalado; sin embargo, ello no supone una vulneración de lo dispuesto en la Ley y el Reglamento, ya que al igual que lo que ocurre con el monto original del contrato, éste puede ser sujeto a variaciones propias del transcurso del tiempo, las cuales se encuentran previstas en las normas sobre elaboración de valorizaciones.
Por tanto, interpretar en el sentido que un presupuesto adicional debe contemplar valorizaciones y reajustes para su aprobación, ya sea por la Entidad o por la Contraloría General de la República, distorsionaría el valor real del adicional, dado que la determinación porcentual para efectos de verificar si se requiere de autorización de la mencionada institución y el pago efectivo de la ejecución del adicional, para lo cual se requiere de las valorizaciones correspondientes, resultan supuestos y etapas distintas dentro de la ejecución contractual.
4. CONCLUSIONES.
4.1 De acuerdo al penúltimo párrafo del artículo 265º del Reglamento “El pago de los presupuestos adicionales aprobados se realiza mediante valorizaciones adicionales”, por lo que, las valorizaciones para el pago de los adicionales no tienen porque coincidir exactamente con los presupuestos adicionales, sino que el monto de los primeros se determinará luego de ejecutado el adicional.

4.2 Determinar que un presupuesto adicional debe contemplar valorizaciones y reajustes para su aprobación, ya sea por la Entidad o por la Contraloría General de la República, distorsionaría el valor real del adicional, dado que una cosa es su determinación porcentual para efectos de verificar si se requiere de autorización de la mencionada institución, y otra, el pago efectivo de la ejecución del adicional, para lo cual se requiere de las valorizaciones correspondientes.

4.3 Resulta improcedente incluir los costos por valorizaciones de ejecución y reajustes de los adicionales a los propios presupuestos adicionales de obra, a efectos de determinar si éstos superan o no el diez por ciento (10%) del monto del contrato, y como consecuencia, determinar si deben ser remitidos a la Contraloría General de la República para que apruebe su ejecución y pago.  

Jesús María, 05 de setiembre de 2005
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� Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.








